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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, veinte de abril de dos mil nueve
Acta número 058 del 20 de abril de 2009
Procede la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, a proferir sentencia de primera instancia, en la acción de tutela iniciada por el señor Ramón Salcedo Pizarro contra el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A. y el Instituto de Seguros Sociales.
El proyecto presentado por el ponente, fue discutido y aprobado por los restantes Magistrados de la Sala.
Presenta el actor los siguientes

HECHOS

1. Expresa el tutelante que presentó demanda ordinaria laboral contra la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir y el Instituto de Seguros Sociales, la cual correspondió al Juzgado Tercero Laboral del Circuito de la ciudad, el cual profirió sentencia accediendo a la reliquidación de la pensión de vejez.
2. Dicha sentencia fue apelada y posteriormente confirmada por el Tribunal Superior de Pereira - Sala Laboral.

3. Al estar ejecutoriadas las sentencias de primera y segunda instancia, presentó demanda ejecutiva librándose mandamiento de pago en los términos solicitados.

4. De acuerdo al artículo 509 del Código de Procedimiento Civil, “cuando el título ejecutivo consiste en una sentencia o un laudo de condena, o en otra providencia que conlleve ejecución, solo podrán alegarse las excepciones de pago, compensación, confusión, novación, remisión, prescripción y transacción.”
A pesar de que el listado es taxativo, el Juzgado reconoció excepciones diferentes a las enunciadas, las cuales son: Falta de personería sustantiva, Actual inexistencia de la obligación, Cobro de lo aún no debido, Cobro de lo aún no causado, Inexistencia de causa jurídica.

5. No es posible jurídicamente que el Juzgado Tercero Laboral del Circuito dictara mandamiento de pago, por encontrar una obligación expresa, clara y actualmente exigible y en la sentencia desconocer tal carácter.

DERECHOS VULNERADOS

Presenta como violados los derechos fundamentales del Debido Proceso, la inmutabilidad de la cosa juzgada, la imparcialidad judicial, los principios legales extra y ultra petita del juez laboral, el acceso eficiente y efectivo ante la administración de justicia, el derecho de igualdad, de vejez en condiciones mínimas y dignas, los derechos adquiridos, derecho pensional en conexidad con derecho a la vida y a la dignidad, el derecho a la seguridad social, y finalmente el derecho de petición.
PETICIONES

Que como consecuencia de los derechos fundamentales ya citados que considera violados, solicita: 
1-      Que se disponga retrotraer la actuación al momento anterior al fallo.

2.1- “Que en uso de sus facultades oficiosas requiera al Instituto de Seguros Sociales y a Porvenir S.A. para que certifiquen cual es el valor económico del tiempo servido en actividad de alto riesgo durante el tiempo acreditado como tal.” 

2.2- “Que una vez obtenido ese calculo actuarial se ordene al Instituto de Seguros Sociales y a Porvenir S.A. se efectúen los ajustes y las transferencias correspondientes necesarias para incrementar el monto de la pensión al valor real.”

2.3- “Que se de cumplimiento al auto que liquida las costas y a la sentencia dictada dentro del proceso ordinario que condenó en costas al Instituto de Seguros Sociales, el cual aún no ha cancelado a pesar de la orden dada por un Juez de la República, confirmada por una Sala Laboral y contenida en un proceso ejecutivo.”

2.4- “Que se indique al suscrito en forma detallada la forma en que se está liquidando la pensión, los factores tenidos en cuenta, las formulas empleadas y los demás aspectos que le permitan entender que es lo que ocurre con la liquidación que se está efectuando.” 
ANTECEDENTES

La presente acción de tutela, fue repartida a este Despacho, fl. 53, el 13 de abril de 2009, avocándose su conocimiento por auto de la misma fecha y ordenando vincular oficiosamente a la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A. y al Instituto de Seguros Sociales, por ser personas que pueden ser afectadas con el fallo.

Se dio a los accionados un término de dos (2) días para contestar la demanda. 

Únicamente respondió la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A., fl. 110 al 117, expresando que está de acuerdo con lo dicho por la juez a quo en la sentencia en el sentido de que el titulo ejecutivo no cumple con los requisitos de ser expreso, claro y actualmente exigible, y por lo tanto no debe seguirse adelante la ejecución.

Indica que la sentencia de tutela es improcedente porque carece de inmediatez, ya que los hechos ocurrieron hace mucho tiempo, en relación con la tutela que ahora se presenta.

Manifiesta igualmente, que como el tutelante no hizo uso de los recursos contar la sentencia ejecutiva de la juez a quo, la tutela se torna improcedente.
CONSIDERACIONES:

Dispone el artículo 86 de la Constitución Nacional, que “Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública...”

El derecho fundamental al debido proceso, está consagrado en el artículo 29 de la Constitución Nacional que dice:

“El Debido Proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas.

Nadie podrá ser juzgado, sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante Juez o Tribunal competente y con observancia de las formas propias de cada juicio…”.

En relación con las vías de hecho ha dicho la Corte Constitucional en sentencia T-327 de 1994 lo siguiente:

“Procede la tutela contra sentencias que sean resultado de una vía de hecho, lo cual ocurre cuando el juez la adopta contrariando ostensiblemente el contenido y la voluntad de la ley, o desconociendo ritualidades cuya observancia consagra una garantía del derecho de defensa de las partes en el proceso…”
En sentencia T-079 de 1993, la Sala Tercera de Revisión se expresó así:
“Una actuación de la autoridad pública, se torna en vía de hecho susceptible de control constitucional de la acción de tutela, cuando la conducta del agente carece de fundamento objetivo, obedece a su sola voluntad o capricho y tiene como consecuencia la vulneración de los derechos de la persona.
Carece de fundamento objetivo la actuación manifiestamente contraria a la Constitución y a la Ley.”

En sentencia T-442 de 1993, la Corte Constitucional señaló:
“La conducta debe ser de tal gravedad e ilicitud, que estructuralmente pueda calificarse como una vía de hecho, lo que ocurre cuando el funcionario decide o actúa con absoluta falta de competencia o de un modo completamente arbitrario e irregular que comporta, según la jurisprudencia del H. Consejo de Estado, una agresión grosera y brutal al ordenamiento jurídico”.
En suma, las vías de hecho no siempre dan lugar a la acción de tutela, porque de acuerdo con la jurisprudencia, para que proceda la acción referida contra providencias que presentan en su contenido el vicio de las vías de hecho, deben concurrir los siguientes requisitos, según sentencia de la Corte Constitucional número T-327 de julio 15 de 1994. Son ellos:

a) Que la conducta del agente carezca de fundamento legal,
b) Que la acción obedezca a la voluntad subjetiva de quien desempeña la autoridad judicial.
c) Que tenga como consecuencia la vulneración de los derechos fundamentales de manera grave e inminente.

d) Que no exista otra vía de defensa judicial, o que existiendo se interponga como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
Como pruebas obran al infolio las siguientes, que resultan de la inspección judicial realizada al expediente de primera instancia, son ellas:

a- Sentencia de primera instancia.

b- Sentencia de segunda instancia, confirmando la anterior.

c- Demanda ejecutiva.

d- Mandamiento ejecutivo.

e- Proposición de excepciones.

f- Sentencia resolviendo las excepciones. 

Analizando la presente acción de tutela, en cuanto a los hechos, argumentos jurídicos y derechos violados, se destaca el derecho fundamental al debido proceso, al afirmarse que la juez a quo, de acuerdo al artículo 509 ordinal 2 del Código de Procedimiento Civil, solo podía considerar las excepciones allí señaladas, sin embargo se dice que violó la ley al reconocer otras diferentes.

Si analizamos las excepciones propuestas, al folio 84, vemos que presentó las siguientes:

1- Inexistencia de una obligación clara, expresa y exigible.

2- Falta de personería sustantiva por pasiva.
3- Actual inexistencia de la obligación.

4- Cobro de lo aún no debido.

5- Cobro de lo aún no causado.

6- Inexistencia de causa jurídica.

Estas excepciones son diferentes a las taxativas que autoriza la ley en un proceso ejecutivo a continuación de un ordinario, que según el artículo 509 ordinal 2 del Código de Procedimiento Civil, son las siguientes: Pago, Compensación, Confusión, Novación, Remisión, Prescripción y Transacción.

En este punto, razón le asiste al tutelante en el sentido de que el juez tiene la obligación legal de considerar únicamente las excepciones de que trata el ordinal 2° del artículo 509 del Código de Procedimiento Civil, porque tal enumeración es taxativa y no enunciativa.

Otra causa alegada como violación del debido proceso, consiste en haberse decretado el mandamiento ejecutivo, y en la sentencia afirmarse que el título ejecutivo no cumple los requisitos legales, de ser expresó, claro y actualmente exigible, lo cual según el tutelante, va en contravía del ordenamiento jurídico.

En efecto, a folio 80 obra el mandamiento de pago proferido, y en la sentencia se dice “se encuentra que ciertamente para este momento no se tiene una obligación clara, expresa y actualmente exigible, porque no hay manera alguna de saber que verdaderamente se tiene cifras para incluir en el bono pensional y que las mismas hubieran sido dejadas de lado para cuando se atendió la orden judicial, así que no es pertinente continuar con esta actuación, ya que no se sabe ni siquiera cual es la suma que se echa de menos, advirtiéndose sobre todo, que ni siquiera se sabe a ciencia cierta si en realidad existe esa cotización del porcentaje adicional, razón por la cual es necesario corregir el error y disponer la imposibilidad de seguir adelante con la ejecución porque los presupuestos de la acción ejecutiva no se han satisfecho a cabalidad hasta este momento. En consecuencia, teniendo en cuenta estas consideraciones el camino a seguir es declarar probadas las excepciones propuestas por la sociedad demandada Porvenir S.A., ordenando el archivo de las diligencias previas, las anotaciones en los libros radicadores.”
De otra parte la sentencia ejecutiva de fecha 16 de enero de 2009, obrante a los folios 101 a 107, aparece notificada en estrados, y con las firmas únicamente de la Juez Tercera Laboral del Circuito y su secretario, sin que aparezca constancia alguna de que se hubiera hecho uso del recurso de apelación, autorizado por el artículo 65 ordinal 9, modificado por la Ley 712 de 2001 artículo 29.

Cabe observar que el proceso ejecutivo tanto en lo civil como en lo laboral, es eminentemente formalista, y por buenos que sean los argumentos del juez, jamás proceden contra la ley.

Ha dicho la Corte Constitucional en múltiples ocasiones que por ser la acción de tutela subsidiaria, no puede sustituir al juez ordinario y no procede si las partes no han hecho uso previamente de los recursos señalados en la ley, antes de acudir a ella.   
Al efecto, la Sala Novena de Revisión en sentencia T-598 de 2003 reiteró la improcedencia de la Acción de Tutela, cuando el accionante no ha hecho uso de los mecanismos ordinarios para la defensa de sus derechos así:
“En cuanto a los requisitos formales, la procedibilidad de la acción está condicionada a una de las siguientes hipótesis: a) Es necesario que la persona haya agotado todos los mecanismos de defensa previstos en el proceso dentro del cual fue proferida la decisión que se pretende controvertir mediante tutela.
Con ello se busca prevenir la intromisión indebida de una autoridad distinta de la que adelanta el proceso ordinario, que no se alteren o sustituyan de manera fraudulenta los mecanismos de defensa diseñados por el legislador, y que los ciudadanos observen un mínimo de diligencia en la gestión de sus asuntos,  pues no es ésta la forma de enmendar deficiencias, errores o descuidos, ni de recuperar oportunidades vencidas al interior de un proceso judicial…”.
Por ello si el promotor de esta tutela, no interpuso recursos, se presume que aceptó íntegramente lo decidido por el Juzgado Tercero Laboral de la ciudad y carece de legitimidad para iniciar esta acción de tutela.

O dicho de otra forma, mal puede pretender ahora ganar por la vía de tutela, lo que perdió en el proceso ejecutivo. 

Pues sería alegar su propia culpa y desvirtuar la característica de la tutela de ser subsidiaria.
Expresa la sentencia T- 07 del 13 de mayo de 1992, que si no se hace uso de la acción ordinaria, o no se ejercitan oportunamente los recursos, 

“No podrá esperar que el Estado despliegue su actividad jurisdiccional, para ofrecerle la protección que necesita, pero su situación entonces, no es imputable al Estado o a sus agentes, sino que obedece a su propia incuria, a su negligencia, al hecho de haberse abstenido de utilizar los medios de los cuales gozaba para su defensa.
En tales situaciones, menos aún puede ser invocada la tutela, por cuanto no es una instancia establecida para revivir los términos de caducidad, ni para subsanar los efectos del descuido, en que haya incurrido el accionante”

Ha dicho también la Corte Constitucional, en sentencia T-001 del 3 de abril de 1997 lo que sigue:
“La acción de tutela no ha sido consagrada para provocar la iniciación de procesos alternativos o sustitutivos de los ordinarios o especiales, ni para modificar las reglas que fijan los diversos ámbitos de competencia de los jueces, ni para crear instancias adicionales a las existentes, ni para otorgar a los litigantes la opción de rescatar pleitos ya perdidos, sino que tiene el propósito claro y definido, estricto y específico que el propio artículo 86 de la Constitución indica, que no es otro diferente a brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo, de los derechos fundamentales que la Carta reconoce…”.

Como tantas veces lo ha manifestado la citada Corte, la tutela no está prevista para dirimir disputas, ni para tramitar reclamos en torno a la aplicación de la Ley, o dirimir derechos litigiosos de carácter legal, siendo su función la de proteger los derechos fundamentales.
De todo lo dicho, es del caso declarar improcedente la presenta acción de tutela.

En virtud de todo lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por autoridad de la Constitución,

FALLA

PRIMERO: DECLARAR improcedente la presente acción de tutela, por lo expresado en la parte motiva. 

SEGUNDO: Si no fuere impugnada, envíese lo más pronto posible a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

TERCERO: NOTIFICAR esta sentencia a las partes.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

LINA MARIA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria
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